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I. OBJETO DE LA DECISION  

  

Decidir la acción de tutela interpuesta por la señora CARMEN HELENA PEREZ CAÑON, 

contra la FISCALIA GENERAL DE LA NACION-DIRECCION EJECUTIVA- y la 

ARL POSITIVA. De oficio se vinculó al señor FISCAL GENERAL DE LA NACION y 

a la SUBDIRECCION DE TALENTO HUMANO DE LA FISCALIA GENERAL DE 

LA NACION.  

   

  

II. HECHOS  

  

1º.  Relato la señora CARMEN HELENA PEREZ CAÑON,  que labora en la FISCALIA 

GENERAL DE LA NACION desde hace  treinta y cuatro (34) años, entidad a la que ingreso 

el 2 de agosto de 1989, presenta diagnóstico de Trastorno de pánico [ansiedad paroxística 

episódica] y Trastorno mixto de ansiedad y depresión, enfermedad que fue calificada como 

de origen profesional en primera instancia por COMPENSAR EPS y en segunda instancia, 

por la Junta Regional de Calificación de Bogotá, mediante dictamen 52118423 – 9743 del 25 

de noviembre de 2022, asunto que es de conocimiento del Departamento de Bienestar y Salud 

Ocupacional de la Fiscalía General de la Nación, destacando que los factores estresantes aún 

se encuentran  presentes al tener que trabajar con compañeros del CTI o Fiscalías, y es por 

ello que  ha solicitado a la administración se le permitan laborar en el área administrativa en 

cualquier oficina ubicada en el búnker, sin embargo, la Directora Ejecutiva de la Fiscalía 

General de la Nación,  emitió Resolución 167 del 11 de enero de 2023, reubicándola en la 

“Sección de Investigaciones de la Dirección Seccional Bogotá”, bajo el argumento de 

“necesidad del fortalecimiento de la policía judicial”, por lo que considera que el acto 

administrativo no obedece a razones objetivas, y en esa medida interpuso recursos de 

reposición y en subsidio de apelación el 26 de enero del año 2023, sin que se haya emitido 

pronunciamiento sobre el particular. 

 

Destaca que el incumplimiento de las restricciones laborales, la evidente persecución y la 

negativa de ubicarla en una dependencia que cumpla con las condiciones restrictivas emitidas, 

ha conllevado a un evidente detrimento de su salud ya no solo mental, sino física por el alto 

y continuo consumo de medicamentos para alivianar su estado mental 

 

2º. Esta tutela se recibió de la oficina judicial, el 23 de febrero de 2023.  
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III. DERECHOS Y PRETENSIONES QUE SE INVOCAN  

  

La accionante aduce que la FISCALIA GENERAL DE LA NACION, se le está conculcando 

el derecho a la estabilidad laboral reforzada de persona en estado de debilidad manifiesta por 

razones de salud mental, en conexidad con el derecho a la vida, integridad personal, trabajo 

y debido proceso. 

 

 Solicitó se revoque en su totalidad o se deje sin efectos la Resolución 00167 del 11 de enero 

de 202,  y se conceda reubicación o comisión de servicios en una dependencia de área 

administrativa (nivel central), que esté ubicada en la sede Búnker y se le asignen funciones 

que favorezcan los procesos de motivación, percepción y del entorno laboral amigable 

conforme a las recomendaciones medico laborales emitidas, para poder mantener la red de 

apoyo social, laboral y familiar y evitar entornos que generen situaciones de confrontación o 

malestar.  

 

 

IV. CONTESTACIÓN DE LA TUTELA 

 

 

1.- La doctora ASTRID TORCOROMA ROJAS SARMIENTO, DIRECTORA 

EJECUTIVA DE LA FISCALIA GENERAL DE LA NACION, puso de presente que la 

Resolución 167 del 11 de enero de 2023, fue notificada a la trabajadora el 18 de enero de 2023, 

contra la cual el 26 de enero de 2023, se interpusieron los recursos de reposición y apelación, 

asunto que se encuentra en trámite.  

 

Destacó que la servidora  continua desempeñando funciones en la dependencia de origen, hasta 

tanto se emita decisión de fondo al respecto, dejando en claro que se está evaluando en 

conjunto con el Departamento de Bienestar y Salud Ocupacional  las pruebas aportadas y los 

argumentos expuestos por la trabajadora, resaltando que salud ocupacional ha venido 

realizando acompañamiento permanente frente al tratamiento y dificultades de salud, asunto 

que fue tenido en cuenta al momento de reubicación donde se continuara con el seguimiento. 

 

El 24 de febrero de 2023, el Área de Salud Ocupacional, emitió concepto en el que informa: 

“que a la señora PEREZ se le han dado recomendaciones laborales y se le realiza seguimiento 

por ausentismo; su enfermedad viene siendo manejada por la EPS y las recomendaciones 

médicas vigentes fueron socializadas con su jefe inmediato para definir tareas a designar, 

para lo cual la Dirección del CTI  da a conocer que a la servidora se le asignaran funciones 

administrativas para cumplir con recomendaciones”.  

 

 Sostuvo que la servidora continúa presentando sintomatología exacerbada y un alto 

ausentismo, tanto como por incapacidad como por citas y otros sin justificación por lo que se 

llamó atención tanto a jefe como a trabajadora para que cumplan con la legalización de 

soportes y justificaciones de ausencias 

 

A pesar de que la trabajadora adujo no poder estar en Paloquemao se le asignaron funciones 

en un grupo en el Bunker y la trabajadora no presenta mejoría porque continúa incapacitándose 

o inasistiendo, por lo que considera podría beneficiarse con cambio de sede en atención a que 

refiere que los estresores principales están en los compañeros de trabajo del área de derechos 

humanos.  No hay restricción para que trabajadora labore en otra área, siempre y cuando se 

cumplan recomendaciones médicas y se mantenga con funciones que no afecten su salud 

alejándola de sus estresores. 
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Manifestó que la reubicación se hizo en la misma ciudad, se continuara con proceso de salud 

a cargo de la EPS y se continuara realizando el seguimiento pertinente. Puso de manifiesto 

que la servidora se incorporó al CTI como INVESTIGADOR CRIMINAL VII desde el 29 de 

abril de 2010, por ello no es de recibo aducir que no cuenta con el perfil adecuado para el 

empleo en que se reubicó, pues lleva desempeñándolo por más de once años. 

 

Alegó que la acción de tutela es improcedente para controvertir actos administrativos, pues 

para ello se encuentra el juez ordinario dentro del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho, máxime cuando no se demuestra perjuicio irremediable.  

 

Finalmente, destacó que la planta de personal de la FISCALIA GENERAL DE LA NACION, 

es dinámica, global y flexible permitiendo un margen de maniobrabilidad para atender 

necesidades del servicio, en ese orden por disposición legal, puede hacer movimientos de 

personal, por manera que el acto administrativo 167 del 11 de enero de 2023, obedece a una 

facultad legal y no tiene implícita vocación de causarle problemas de salud a la servidora y se 

basó exclusivamente en la necesidad del servicio. 

 

2.- POSITIVA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A., contestó que revisados los sistemas de la 

Compañía, se verificó que la Señora CARMEN HELENA PEREZ CAÑON, presenta 

vinculación activa con esa Administradora de Riesgos Laborales, como trabajador 

DEPENDIENTE bajo la razón social FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN. Presenta 

evento de Enfermedad Laboral con No. de Siniestro 392978645 de fecha 03/03/2022, del 

cual se derivan los siguientes diagnósticos: 

 

F412 TRASTORNO MIXTO DE ANSIEDAD Y DEPRESION y F410 TRASTORNO DE 

PANICO [ANSIEDAD PAROXISTICA EPISODICA], calificado por esa ARL mediante el 

Dictamen Médico Laboral (DML) No. 2376217 de fecha 17/03/2022, el cuál fue notificado 

mediante el Oficio con radicado SAL-2022 01 005 521888.  

 

Sostuvo que la REUBICACIÓN LABORAL, es un tema que corresponde únicamente a la 

relación entre trabajador y empleador y por ende la ARL no es la competente para pronunciarse 

ni realizar ninguna acción frente al tema objeto de tutela en ese sentido, ya que las vicisitudes 

que surgen en torno a la relación laboral son competencia únicamente de las partes 

involucradas, por manera que la Administradora de Riesgos Laborales carece de 

legitimización en la causa por pasiva, toda vez que las pretensiones se encuentran encaminadas 

al restablecimiento de condiciones laborales, lo cual no es  de su competencia. 

 

3.-La Coordinadora de la Unidad de Conceptos y Asuntos Constitucionales de la 

Dirección de Asuntos Jurídicos de la Fiscalía General de la Nación,  puso de manifiesto 

que la actora pretende a través de la acción de tutela utilizarla como un medio supletorio para 

no demandar la Resolución No. 00167 del 11 de enero del 2023 proferida por la Directora 

Ejecutiva de la FISCALIA GENERAL DE LA NACION, circunstancia con la que se 

configura la insatisfacción del requisito de subsidiariedad para la procedencia del amparo. 

 

 De acuerdo con lo consultado con la Subdirección de Talento Humano de la FGN, la citada 

Resolución fue notificada a la servidora el 18 de enero de 2023, y que posteriormente, 

mediante correo electrónico del 26 de enero del 2023, bajo el radicado 2023300000 del 30 de 

enero del 2023, la accionante presentó recurso en contra de la misma.  la cual a la fecha se 

encuentra en trámite, por lo cual deviene en improcedente que la señora PEREZ CAÑON, 

utilice la acción de tutela, para atacar los referidos actos administrativos, cuando el 

ordenamiento jurídico ha previsto con anterioridad un trámite especial para que solicite la 

suspensión provisional de los efectos de los mismos, con el condicionamiento previo de 

cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 231 12del C.P.A.C.A. 
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Destacó que la FISCALIA GENERAL DE LA NACION cuenta con una planta global y 

flexible, lo que permite que adecúe su composición, y de tal manera distribuir, trasladar y 

reubicar los empleos de la entidad y determinar sus funciones, de acuerdo con las necesidades 

del servicio. No obstante, debe precisarse que dicha potestad tiene límites, los cuales se 

refieren a que no se desmejore las condiciones del empleado, que no se afecte el mínimo vital 

del trabajador y que no se haga de una manera intempestiva o arbitraria. En tal sentido, es 

necesario tener en cuenta que toda decisión que se toma en virtud del ius variandi, como los 

encargos, traslados o reubicaciones, deben efectuarse  de conformidad con  los límites que 

tiene esta facultad, los cuales son acatados de forma objetiva por la entidad tal y como se 

expone en la parte considerativa de la Resolución No. 0167 del 11 de enero del 2023, a través 

de la cual se señaló que dicha reubicación se realizaba con el fin de fortalecer la Policía Judicial 

de Bogotá. 

 

Solicitó negar por improcedente la tutela, por existir otra herramienta de defensa judicial 

efectiva. 

 

4.- La SUBDIRECTORA DE TALENTO JUMANO DE LA FISCALIA GENERAL DE 

LA NACION, sostuvo que coadyuva respuesta otorgada por la dirección ejecutiva.  Precisa 

que la acción de tutele se torna improcedente ante la existencia de otro medio de defensa 

judicial al que puede acudir la accionante y solicitar el resarcimiento de los derechos 

supuestamente violados, destacando que frente a temas de reubicación y/o traslados de los 

servidores de la FISCALIA GENERAL DE LA NACION, el área competente es la Dirección 

Ejecutiva, por tanto, se está ante una falta de legitimación en la causa por pasiva, solicitando 

negar las pretensiones de la actora.   

 

 

V. PRUEBAS  

  

1º. Junto con la demanda de tutela se anexaron los siguientes documentos:  

 

*Historia Clínica Clínica Monserrat 
 

*Dictamen Junta Regional 

 

*Calificación de origen 

 

*Concepto médico agosto de 2022: 

 

“RECOMENDACIONES 

• Continuar con Psicoterapia.  

• Controles con Psiquiatría.  

• Es importante que Carmen Helena reciba atención desde el área de psicología para 

trabajar aspectos de su afectación emocional velando por la salud física y mental.  

• Activar redes de apoyo familiar, social y laboral para generar espacios que nos permitan 

desmantelar emociones negativas, evitando que se intensifiquen en el tiempo.  

• Fomentar buena relación con sus compañeros de trabajo.  

• Comunicación asertiva 

 

*Resolución de reubicación 167 de 2023: 
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*Recurso de Reposición y en subsidio de Apelación contra la Resolución 00167/23: 

 
*Restricciones Medico laborales 

  

 
 

 

 

2º.  Por su parte, la DIRECCION EJECUTIVA DE LA FISCALIA GENERAL DE LA 

NACIÓN, remitió los siguientes documentos: 

 

*Informe departamento de bienestar y salud ocupacional del 27 de febrero de 2023: 
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*Socialización recomendaciones medicas  

 

 
 

*Concepto caso trabajadora:  
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VI. CONSIDERACIONES  

  

  

 Problema jurídico 

 

Determinar si la acción de tutela es la vía procesal idónea para ordenar la revocatoria de una 

resolución de reubicación laboral proferida por la Dirección Ejecutiva de la FISCALIA 

GENERAL DE LA NACION. 

 

 

DEL PRINCIPIO DE SUBSIDIARIDAD 

 

 

De conformidad con el 86 de la Constitución, este principio implica que la acción de 

tutela solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, 

salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

En otras palabras, las personas deben hacer uso de todos los recursos ordinarios y 

extraordinarios que el sistema judicial ha dispuesto para conjurar la situación que 

amenaza o lesiona sus derechos, de manera tal que se impida el uso indebido de este 

mecanismo constitucional como vía preferente o instancia judicial adicional de 

protección. 

 

 

No obstante, como ha sido reiterado por la jurisprudencia constitucional, el 

presupuesto de subsidiariedad que rige la acción de tutela debe analizarse en cada caso 

concreto. Por ende, en aquellos eventos en que existan otros medios de defensa de 

carácter judicial, se ha determinado que existen dos excepciones que justifican su 

procedibilidad1:  

 

                                                 
1 Sentencia T-146 de 2019, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado 



TUTELA: 2023-055  
ACCIONANTE: CARMEN HELENA PEREZ CAÑON 

ACCIONADO: FISCALIA GENERAL DE LA NACION 
  

Página 10 de 14  

  

(i) “cuando el medio de defensa judicial dispuesto por la ley para resolver las 

controversias no es idóneo o eficaz conforme a las especiales circunstancias del 

caso estudiado, procede el amparo como mecanismo definitivo; y,  

(ii) cuando, pese a existir un medio de defensa judicial idóneo, éste no impide la 

ocurrencia de un perjuicio irremediable, caso en el cual la acción de tutela 

procede como mecanismo transitorio.”  

 

La primera hipótesis se refiere al análisis de la idoneidad y eficacia del medio de 

defensa judicial ordinario previsto en la ley a favor del afectado, el cual no puede 

realizarse en abstracto, sino que debe comprender el estudio de las situaciones 

particulares que sustentan el caso concreto. De esta manera, el juez podría advertir que 

la acción ordinaria no permite resolver la cuestión en una dimensión constitucional o 

tomar las medidas necesarias para la protección o restablecimiento de los derechos 

fundamentales afectados1.  

 

De otra parte, la segunda hipótesis tiene el propósito de conjurar o evitar una afectación 

inminente o grave a un derecho fundamental, por lo que la protección es temporal de 

acuerdo con lo dispuesto en el artículo 10º del Decreto 2591 de 19912. La concesión 

del amparo bajo dicha modalidad de protección exige la acreditación de: (i) una 

afectación inminente del derecho -elemento temporal respecto al daño-; (ii) la urgencia 

de las medidas para remediar o prevenir la afectación; (iii) la gravedad del perjuicio -

grado o impacto de la afectación del derecho-; y (iv) el carácter impostergable de los 

remedios para la efectiva protección de los derechos en riesgo3.  

 

Finalmente, cuando el amparo es promovido por personas que requieren especial 

protección constitucional, como niños, niñas y adolescentes, mujeres en estado de 

gestación o de lactancia, personas cabeza de familia, en situación de discapacidad, de 

la tercera edad o población desplazada, entre otros, el examen de procedencia de la 

tutela se hace menos estricto, a través de criterios de análisis más amplios, pero no 

menos rigurosos4 

 

  

  

IMPROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA CONTRA ACTOS 

ADMINISTRATIVOS:   

  

 

En el caso específico de la acción de tutela contra actos administrativos de carácter particular, 

se ha predicado por regla general su improcedencia a no ser que se invoque para evitar la 

configuración de un perjuicio irremediable. Ello, por cuanto el interesado puede ejercer los 

medios de control contenidos en los artículos 135 y siguientes del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, ante la respectiva jurisdicción y como 

medida preventiva solicitar dentro de ésta la suspensión provisional del acto que causa la 

transgresión.    

  

Se hace necesario precisar que el artículo 238 de la Constitución Política dispone que la 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo puede suspender provisionalmente los efectos 

de cualquier acto administrativo susceptible de ser impugnado por vía judicial, por los 

motivos y por los requisitos que establece la ley. En concordancia con la norma constitucional 

                                                 
1 Sentencia SU-498 de 2016, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado 
2 “En el caso del inciso anterior, el juez señalará expresamente en la sentencia que su orden permanecerá vigente sólo durante el término que 

la autoridad judicial competente utilice para decidir de fondo sobre la acción instaurada por el afectado” 
3 Sentencias T-225 de 1993, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa; T-789 de 2003, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, reiteradas en la Sentencia 
SU-498 de 2016, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado. 
4 Sentencias T-163 de 2017, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado; T-328 de 2011, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; T-456 de 2004, M.P. 
Jaime Araujo Rentería; T-789 de 2003, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa; T-136 de 2001, M.P. Rodrigo Uprimny Yepes, entre otras 
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citada, el artículo 229 de la Ley 1437 de 2011 establece que el juez o magistrado ponente, a 

petición de parte, debidamente sustentada, puede decretar no solamente la suspensión 

provisional de los efectos de los actos administrativos sino las medidas cautelares que 

considere necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la 

efectividad de la sentencia. Entre las medidas cautelares que pueden ser decretadas por el 

juez o el magistrado ponente, el artículo 230 de la Ley 1437 de 2011 prevé la suspensión 

provisional de los efectos del acto administrativo demandado. El artículo 231 de la Ley 1437 

de 2011 señala que la suspensión provisional de los efectos de un acto administrativo procede 

por la violación de las normas invocadas como violadas en la demanda o en la solicitud que 

se presente en escrito separado, cuando tal violación surja del análisis del acto administrativo 

y de su confrontación con las normas invocadas como violadas o del estudio de las pruebas 

allegadas con la solicitud.   

 

En síntesis, la medida cautelar procede cuando la transgresión de las normas invocadas como 

violadas surja: i) del análisis del acto demandado y de su confrontación con las normas 

superiores que se alegan como violadas o ii) del estudio de las pruebas allegadas con la 

solicitud. De modo que la suspensión provisional de los efectos del acto administrativo está 

atada a un examen de legalidad o de constitucionalidad que el juez debe hacer para anticipar 

de alguna manera un caso de violación de norma superior por parte del acto acusado.  

 

 

Por manera que, la acción de tutela, debido a su carácter subsidiario, no es procedente en 

principio para controvertir los actos administrativos que deciden traslados laborales de 

servidores públicos. Sin embargo, en aras de garantizar la eficacia de los derechos 

fundamentales, se debe considerar que cuando los mecanismos judiciales para alegar dichos 

traslados, siendo idóneos, no resulten eficaces para la protección de los derechos 

constitucionales, la acción de tutela procede como mecanismo transitorio con el fin de 

salvaguardar los derechos y evitar un perjuicio irremediable, lo cual se presenta cuando se 

afectan en forma clara, grave y directa los derechos fundamentales del actor o de su núcleo 

familiar, ya sea (i) porque el traslado tenga como consecuencia la afectación de la salud del 

servidor público o de alguno de los miembros de su núcleo familiar; (ii) por ser el traslado 

producto de una orden intempestiva y arbitraria; o  (iii) al demostrarse que el traslado pone 

en serio peligro la vida o la integridad personal del servidor público o de su familia. Estas 

situaciones deben ser analizadas bajo un criterio de orden constitucional por tratarse de un 

problema legal que trasciende a uno de relevancia para el ordenamiento jurídico, dada la 

afectación de los derechos fundamentales.    

  

 

 IUS VARIANDI.  ALCANCE Y LIMITES:   

  

Conforme a la sentencia T-751 de 2010, se entiende por ius variandi la potestad con la que 

cuenta el empleador en ejercicio de su poder de subordinación, para modificar las condiciones 

de modo, cantidad, tiempo y lugar de trabajo de sus empleados1.  

  

El alcance del ius variandi no está únicamente circunscrito a las relaciones entre particulares, 

también resulta completamente válido cuando el empleador es una entidad de derecho 

público, ya que los límites al ejercicio de esta potestad no se derivan del tipo de vinculación 

o de la clase de empleador, sino del reconocimiento del trabajador como sujeto de derechos.   

  

La orden de traslado, bien sea en cuanto al reparto de competencias -factor funcional- o en 

cuanto a la sede o lugar de trabajo -factor territorial-, es una de las manifestaciones más 

comunes en el ejercicio del ius variandi, y tal traslado se llevará a cabo siempre y cuando no 

                                                 
1 Ibídem. Sentencia T-468 de 2002.    
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se presente una afectación negativa en las condiciones laborales del trabajador. Sin embargo, 

aun cuando el ius variandi se aplica tanto en el ámbito de lo privado como de lo público, debe 

observarse que al intervenir una entidad estatal, mediará siempre el interés general y los 

principios de la función pública que permiten, en ciertos casos, tomar determinaciones en 

forma mucho más expedita1.   

  

En consecuencia, algunas entidades públicas cuentan con plantas globales y flexibles, las 

cuales permiten la adopción de medidas encaminadas a garantizar el cumplimiento de las 

funciones a su cargo de forma eficiente. En este tipo de entidades, el director dispone de una 

discrecionalidad más amplia al momento de valorar las circunstancias para ordenar un 

traslado, sin que esa potestad se confunda con arbitrariedad2, en la medida que el traslado 

debe atender siempre a las necesidades del servicio, además, porque las circunstancias 

especiales de la persona y sus condiciones laborales siempre serán considerados al momento 

de tomar decisiones de esa naturaleza3.   

  

Al respecto, en la sentencia T-468 de 2002, la Corte se refirió a la Fiscalía General de la 

Nación 4 , la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN) 5 , la Registraduría 

Nacional del Estado Civil6, la Aeronáutica Civil8, los cuerpos de la Fuerza Pública9 y el 

Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC)10, como algunas de las entidades que 

cuentan con plantas globales y flexibles y se ha aclarado que el diseño y utilización de plantas 

globales y flexibles al interior de la administración no vulnera por sí misma el derecho al 

trabajo u  otro de estirpe fundamental, toda vez que la aplicación de las mismas implica una 

armonización con las necesidades del servicio público y del interés general.   

  

  

 DEL CASO CONCRETO:  

  

  

Como  se  indicó, la  FISCALIA GENERAL DE LA NACION goza de una amplia 

discrecionalidad para decidir sobre la reubicación de su personal,  por tratarse de una  entidad 

con planta global y flexible, por tal razón los servidores públicos adscritos a esta entidad 

deben acatar el poder discrecional que tienen los altos mandos para ubicar a sus funcionarios 

en los lugares que el servicio lo requiera y sólo una situación extraordinaria que ponga en 

peligro la salud, la vida o la integridad de la familia o del servidor público, amerita la 

intervención del juez constitucional en asuntos del ius variandi.  

  

En este caso, la reubicación de la accionante dispuesta mediante  Resolución 167 del 11 de 

enero de 2023, emitida por la Directora Ejecutiva de la  FISCALIA GENERAL DE LA 

NACION,  objeto de la tutela,  está motivada en la  necesidad del servicio, sin que sea viable 

que se pueda utilizar la tutela  de manera  paralela a la vía gubernativa que está en trámite ante 

la interposición de los recursos  de reposición y apelación  contra dicho acto administrativo de 

reubicación, pues no se advierte la existencia de un perjuicio irremediable, el cual ni siquiera 

se alegó; máxime que el traslado no implicó desmejoramiento del salario ni del cargo,   además 

que dicho traslado se hizo dentro de la misma ciudad, a una dependencia del CTI donde la 

accionante se incorporó como INVESTIGADOR CRIMINAL VII desde el 29 de abril de 

2010,  y que el 24 de febrero de 2023, el Área de Salud Ocupacional, emitió concepto en el 

que informa: “que a la señora PEREZ se le han dado recomendaciones laborales y se le 

                                                 
1 Ibídem. Sentencia T-468 de 2002.   
2 Ibídem.  
3 Sentencia T-615 de 1992.  
4 Ibídem. Sentencias T-965 de 2000 y T-1498 de 2000.   
5 Ibídem. Sentencias T-483 de 1993 y T-346 de 2001.   
6 Ibídem. Sentencia T-288 de 1998.  8 

Ibídem. Sentencia T-715 de 1996.  



TUTELA: 2023-055  
ACCIONANTE: CARMEN HELENA PEREZ CAÑON 

ACCIONADO: FISCALIA GENERAL DE LA NACION 
  

Página 13 de 14  

  

realiza seguimiento por ausentismo; su enfermedad viene siendo manejada por la EPS y las 

recomendaciones médicas vigentes fueron socializadas con su jefe inmediato para definir 

tareas a designar, para lo cual la Dirección del CTI  da a conocer que a la servidora se le 

asignaran funciones administrativas para cumplir con recomendaciones”, esto es, que la 

tienen realizando funciones administrativas como pide la accionante y se están atendiendo las 

recomendaciones médicas.  

 

Y en cuanto a la pretensión de la accionante para que sea ubicada en el “bunker”, se debe 

precisar que no hay concepto de la ARL, que disponga que se debe situar a la servidora en el 

bunker, por los problemas de salud que padece. 

 

Observa el Despacho que  so pretexto del fuero por salud,  el interés de la actora a través de 

la acción de tutela,  además de utilizarla de manera paralela como una tercera instancia, ya 

que está pendiente la decisión de los recursos de reposición y apelación que interpuso contra 

la Resolución de traslado, es que la entidad nacional,  la ubique donde ella quiere, 

pretendiendo que se anulen las facultades legales de la administración  en la prestación del 

servicio  con planta global, para que impere el querer  o la voluntad del empleado. 

  

 

 SINTESIS: 

 

En ese orden de ideas, con fundamento la causal primera del artículo 6º del Decreto 2591 de 

1991, se declarará improcedente el amparo deprecado por la existencia de otro medio de 

defensa judicial y la no demostración de la existencia de un verdadero perjuicio irremediable, 

la cual establece lo siguiente:  

  

“ARTICULO 6o. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA. La 

acción de tutela no procederá:  

“1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla 

se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La 

existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, 

atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante…”.  

   

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Cuarenta y Nueve Penal del Circuito Ley 600 de 

Bogotá D.C., administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,   

  

  

  

RESUELVE:  

  

  

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la tutela interpuesta por la señora 

CARMEN HELENA PEREZ CAÑON contra la FISCALIA GENERAL DE LA 

NACION-DIRECCION EJECUTIVA- y la ARL POSITIVA, en la que se vinculó de 

oficio al señor FISCAL GENERAL DE LA NACION y a la SUBDIRECCION DE 

TALENTO HUMANO DE LA FISCALIA GENERAL DE LA NACION. 
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SEGUNDO:  DISPONER que en caso de no ser impugnada la sentencia, dentro del término 

previsto en el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991 –tres días siguientes a la notificación-, se 

remita la actuación a la Corte Constitucional para su eventual revisión, vía correo electrónico.  

  

La notificación a las partes, se debe hacer a los siguientes emails:  

  

ACCIONANTE: 

 perezhelen@gmail.com 

 

ACCIONADA:  

 

FISCAL GENERAL DE LA NACION, doctor FRANCISCO BARBOSA DELGADO: 

notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co ,  juridicanotificacionestutela@fiscalia.gov.co   y 

ges.documentalpqrs@fiscalia.gov.co  

 

DIRECTORA EJECUTIVA de la FISCALIA GENERAL DE LA NACION,  Doctora 

ASTRID TORCOROMA SARMIENTO: notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co y 

juridicanotificacionestutela@fiscalia.gov.co  y dirección.ejecutiva@fiscalia.gov.co  

 

 

SUBDIRECCION DE TALENTO HUMANO, de la FISCALIA GENERAL DE LA 

NACION: notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co y 

juridicanotificacionestutela@fiscalia.gov.co  y subdirtalentohumano@fiscalia.gov.co  

 

 

ARL POSITIVA: notificacionesjudiciales@positiva.gov.co 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

  
JUAN PABLO LOZANO ROJAS  

    JUEZ.   
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